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INFORME No. 28/12
PETICIÓN 170-00
INADMISIBILIDAD
JOSÉ HERNÁN SUSANIVAR SUSANIVAR y otros
PERÚ
20 de marzo de 2012
I.
RESUMEN
1. El 18 de abril de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también “la Comisión Interamericana”, “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por José Hernán Susanivar Susanivar (en adelante también “el peticionario”), en nombre propio y en representación de Dominga Trujillo Huamanchay, Carolina Aydée, José Javier, Mercedes Elvira y Jhon Michael Susanivar Trujillo  (en adelante “las presuntas víctimas”) contra la República del Perú (en adelante también “el Estado”, “el Estado peruano” o “Perú”) por la supuesta violación de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). El peticionario alegó que el Estado peruano no garantizó el cumplimiento de decisiones judiciales en denuncias penales y demandas civiles entabladas contra la Comunidad Campesina de Jucul. Sostuvo que una de esas sentencias ordenó a la demandada abonar cierto monto indemnizatorio en adición a otras obligaciones, pero que el Estado peruano no habría adoptado las medidas necesarias para su integral cumplimiento. 
2. El Estado describió las denuncias penales y acciones civiles de indemnización interpuestas por el señor José Hernán Susanivar contra los dirigentes de la Comunidad Campesina de Jucul. Señaló que las denuncias penales se encuentran archivadas desde finales de los años ochenta, y que una acción civil decidida el 25 de septiembre de 1990 fue desarchivada en marzo de 2002 a solicitud del señor Hernán Susanivar. Añadió que durante el proceso de ejecución se acreditó el pago del valor principal por parte de la Comunidad Campesina de Jucul, encontrándose pendiente el pago de aproximadamente 625 nuevos soles por concepto de intereses legales.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible por incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
 

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. El 18 de abril de 2000 se recibió la petición inicial, la cual fue registrada con el número 170-00. Los peticionarios enviaron información adicional el 2 de mayo de 2000 y el 5 de diciembre de 2007. El 20 de febrero de 2008 la petición fue traslada al Estado, solicitándole que presentara repuesta en el plazo de dos meses, de conformidad con el Reglamento de la CIDH.
5. El 24 de abril de 2008 el Estado presentó su repuesta y el 31 de abril del mismo año envió los anexos respectivos. Los peticionarios presentaron escritos adicionales el 9 de mayo, 10 de junio, 2 de septiembre, 23 de octubre de 2008, 27 de enero, 8 de junio, 27 de julio, 7, 11 y 31 de agosto, 16 de octubre de 2009, 7 de junio, 25 de agosto, 5 de octubre de 2010 y el 19 de abril de 2011. A su vez, el Estado presentó comunicaciones adicionales el 17 de octubre de 2008, 19 de junio de 2009, 16 de julio y el 17 de diciembre de 2010.
6. El 19 de mayo de 2011 la CIDH solicitó información adicional al peticionario, quien envió una comunicación el 22 de julio del mismo año. El 9 de agosto de 2011 la CIDH volvió a solicitar información al peticionario, quien presentó escritos adicionales el 21 de noviembre de 2011 y el 9 de marzo de 2012. 
7. El 3 de octubre de 2011 la CIDH solicitó información al Estado y el 29 de noviembre reiteró dicha solicitud. El Estado peruano remitió su respuesta el 5 de enero de 2012.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
El peticionario
8. Afirmó que en marzo de 1984 integrantes de la Comunidad Campesina de Jucul difundieron información calumniosa en su contra y sabotearon canales de agua utilizados en el cultivo de productos agrícolas en su propiedad en una zona rural de la provincia de Huaura, departamento de Lima. Refirió que la usurpación de su propiedad provocó la muerte de decenas de reses y otros semovientes y la privación de agua potable para su familia. Añadió que los integrantes de la mencionada comunidad campesina impidieron que sus hijos tuvieran acceso a la educación y les privaron de sus derechos como comuneros.
9. El peticionario mencionó la existencia de denuncias penales y acciones civiles contra los dirigentes de la Comunidad Campesina de Jucul. Indicó que en una acción civil registrada bajo el expediente No. 1091-89, el Primer Juzgado Civil de Huaura emitió sentencia el 25 de septiembre de 1990, ordenando a los demandados: 
[…] indemnizar al demandante Don José Hernán Susanivar Susanivar, por los daños y perjuicios que le han ocasionado la suma de CINCUENTA MILLONES DE INTIS, más el pago de los intereses legales desde la fecha en que produjo el daño, los cuales se regularán en ejecución de sentencia; además la comunidad de Jucul, debe  restituir al demandante el ejercicio de sus derechos de comunero activo así como los bienes y servicios  que le han privado a él y a su familia y deben reponer bajo responsabilidad el uso del agua para su domicilio y agricultura […].
10. De acuerdo con la información presentada por el peticionario, el 3 de septiembre de 1991 el Primer Juzgado Civil de Huara emitió la resolución Nº 27, en sede de ejecución de sentencia, emplazando la comunidad demandada a abonar la suma de aproximadamente 181.000 soles a favor del señor José Hernán Susanivar. Según lo alegado por el peticionario, la conversión de los 50 millones de intis calculados en la sentencia de 25 de septiembre de 1990 a 181.000 soles en la resolución de 3 de septiembre de 1991 implicó una depreciación del valor adeudado y un desconocimiento del real perjuicio provocado por los miembros de la Comunidad Campesina de Jucul en su propiedad. Se adujo asimismo que el valor inicial de 50 millones de intis debió ser convertido a 50 millones de soles.

11. El peticionario indicó que el 14 de marzo de 2002 solicitó al Primer Juzgado Civil de Haura que desarchivara el expediente Nº 1091-89, y retomara el proceso de ejecución. Señaló que el 3 de octubre de 2002 el Primer Juzgado Civil de Huaura dictó la resolución Nº 99, la cual establece, en lo pertinente:

TERCERO. – Que, conforme fluye del tenor de lo actuado, el último proveído en este proceso es de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos noventitres, y que con fecha catorce de marzo del año en curso, el demandante solicita el desarchivamiento (sic) del expediente para su tramitación respectiva. 

[…]

QUINTO. – Que, con el escrito que obra a fojas trescientos en el cual la demandada consigna a favor del demandante la suma de doscientos noventitres nuevos soles, cancelando el saldo de la deuda además de los intereses.

SEXTO. – Que, en autos no figura documento alguno que indique que el demandante se encuentra restituido en el Ejercicio de sus derechos de comunero activo como de los bienes y servicios que se le han privado a él y a su familia. 


SÉPTIMO. – […] por haber la parte demandada cumplido en la fecha con el pago ordenado en la sentencia, así como el pago de la liquidación practicada, quedando pendiente el saldo de la liquidación de intereses de fojas ciento ochentiocho que arroja la suma de setecientos veinticinco punto treinta nuevos soles, habiendo consignado solamente la suma de cien nuevos soles, conforme se aprecia del escrito de fojas doscientos nueve.
OCTAVO. – Que, conforme a los considerandos que anteceden, el Juzgado RESUELVE: Declarar INFUNDADA la solicitud de PRESCRIPCIÓN solicitada por la demandada, y en cuanto a la restitución de los servicios de comunero activo: Cumpla la demandada con adjuntar el documento en el cual el demandante se encuentra en posesión de comunero activo, otorgándole el plazo de diez días para dicho fin.
12. La información presentada indica que ante el incumplimiento del punto resolutivo octavo previamente transcrito, se abrió una instrucción penal (expediente Nº 2003-064 FL.87) contra el dirigente de la Comunidad Campesina de Jucul, Isaac De la Cruz Nivin por delito de desobediencia y resistencia a la autoridad en agravio de José Hernán Susanivar y el Estado. Esa información indica que el señor De la Cruz Nivin fue condenado en primera instancia por el Segundo Juzgado Penal de Huaura, en sentencia de 26 de noviembre de 2004. Sin embargo, el 7 de junio de 2005 la Corte Superior de Justicia de Huaura emitió la resolución Nº 54, absolviendo al imputado con el siguiente fundamento:

La sentencia emitida por el órgano civil ordena su cumplimiento a la Comunidad Campesina de Jucul, mas no al sentenciado, además que ello ocurre en mil novecientos noventa, cuando dicho sentenciado ya no era Representante de la mencionada comunidad; por tanto no se le puede atribuir el cumplimiento de una orden judicial cuando no era el indicado a cumplirla […]. 
13. La información que obra en el expediente del caso indica que contra la referida resolución de la Corte Superior de Justicia de Haura, el señor José Hernán Susanivar interpuso un recurso de nulidad, el cual fue declarado improcedente el 25 de agosto de 2005 por la Sala Mixta de la Corte Superior de Huaura. Posteriormente, el demandante formuló un recurso de queja, el cual fue declarado extemporáneo y sin una motivación suficiente por la misma Sala Mixta de Huaura, en resolución de 9 de septiembre de 2005.
14. El peticionario adjuntó la copia de una queja interpuesta el 22 de octubre de 2004 ante la Oficina de Control de la Magistratura de la Corte Suprema de Justicia, solicitando la apertura de un proceso disciplinario por presuntas irregularidades cometidas por los vocales de la Corte Superior de Justicia de Huaura en el proceso penal con expediente Nº 2003-064 FL.87. En adición, se adjuntó una resolución de 4 de noviembre de 2005 a través de la cual el Consejo Nacional de la Magistratura informó que la apertura a trámite de la queja disciplinaria requería la entrega, en el plazo de cinco días, de la copia legible del documento de identidad del señor Hernán Susanivar, el pago de una tasa de administración y otros documentos. El peticionario no indicó si tales exigencias fueron cumplidas y tampoco informó el resultado de la queja disciplinaria de 22 de octubre de 2004.
15. El peticionario proporcionó la copia de cartas dirigidas a los presidentes de la Comisión de Justicia y de Derechos Humanos del Congreso de la República, a la entonces Primera Dama Keiko Sofía Fujimori, al Ministerio de la Mujer, Arzobispado de Lima, despacho presidencial durante los gobiernos de Alberto Fujimori y Alan García, entre otras entidades, solicitando su intervención para que los integrantes de la Comunidad Campesina de Jucul pagaran una justa indemnización por los perjuicios en desmedro de su familia. Finalmente, el señor Hernán Susanivar adjuntó constancias de tratamiento médico y requirió que la CIDH “orden[e] una comisión que investigue [los] hechos y haga un peritaje que valorice y verifique el Estado Calamitoso en que se encuentran [sus] propiedades”.
B.
El Estado 
16. Indicó que entre 1984 y 1989 el señor José Hernán Susanivar inició tres denuncias penales contra dirigentes de la Comunidad Campesina de Jucul, con quienes mantendría una relación de enemistad. Señaló que en 1984 la presunta víctima formuló una querella penal por el delito de calumnia contra Dolores Gómez García, quien le habría acusado de terrorismo. Según lo alegado, dicha querella derivó en una sentencia condenatoria firme de 3 de octubre de 1988, dándose por concluido el proceso. 
17. Manifestó que el 6 de mayo de 1986 el señor José Hernán Susanivar formuló una denuncia penal contra Samuel Avendaño Silvestre y Rufino Avendaño Salas, por delitos contra el patrimonio en la modalidad de robo, usurpación y daños. Señaló que el 22 de abril de 1991 el Primer Juzgado de Instrucción de Huaura consideró que no había quedado acreditada la responsabilidad de los acusados, por lo cual dispuso el sobreseimiento del proceso y el archivo definitivo del expediente. 
18. El Estado refirió que el 8 de julio de 1988 el señor José Hernán Susanivar presentó una querella por el delito de calumnia contra Rufino Avendaño Salas y otros integrantes de la Comunidad Campesina de Jucul. Manifestó que el proceso penal respectivo fue archivado el 25 de marzo de 2008, “al haber quedado paralizado por inercia del querellante […], por más de 18 años sin haberse dado el impulso procesal correspondiente”.
19. El Estado afirmó que el 17 de julio de 1989 el señor Hernán Susanivar formuló una acción civil contra el presidente del Consejo de Administración y representante legal de la Comunidad Campesina de Jucul en la cual solicitó el pago de una indemnización por los daños ocasionados como consecuencia de la difusión de información calumniosa en su perjuicio, dándose origen al proceso con expediente Nº 1091-1989. De acuerdo con la copia de las resoluciones judiciales aportada por el Estado, el 25 de septiembre de 1990 el Primer Juzgado Civil de Huaura declaró fundada la demanda y ordenó a la mencionada Comunidad el pago de una indemnización con los correspondientes intereses legales. La misma resolución dio por acreditado que los dirigentes de la Comunidad privaron el señor José Hernán Susanivar del uso de agua potable para el consumo humano y agricultura, por lo cual ordenó a la demandada restituirle en sus bienes y derechos como comunero activo. La información proporcionada por el Estado indica que la sentencia dictada por el Primer Juzgado Civil de Huaura fue declarada consentida el 20 de febrero de 1991.
20. El Estado sostuvo que el 14 de marzo de 2002 el señor José Hernán Susanivar solicitó al Primer Juzgado Civil de Huaura el desarchivo del proceso con expediente Nº 1091-1989, luego de casi 10 años sin actividad procesal alguna. Manifestó que al retomarse el proceso de ejecución de sentencia, el Primer Juzgado Civil de Huaura emitió la resolución Nº 99 el 3 de octubre de 2002, dando por establecido que la Comunidad Campesina de Jucul había abonado la indemnización fijada, encontrándose pendiente el pago de 625.30 nuevos soles de intereses, y la restitución de los derechos de José Hernán Susanivar como comunero activo de la Comunidad Campesina de Jucul. Perú reiteró la información proporcionada por el peticionario con relación a las decisiones dictadas por los juzgados y salas penales de la Corte Superior de Justicia de Huaura entre noviembre de 2004 y septiembre de 2005 en el proceso penal por desobediencia y resistencia a la autoridad (expediente Nº 2003-064 FL.87). 
21. Finalmente, el Estado manifestó que “se viene realizando el cumplimiento de la sentencia recaída en el proceso civil seguido por José Hernán Susanivar Susanivar contra la Comunidad Campesina de Jucul sobre indemnización por daños y perjuicios ante el Primer Juzgado Civil de Huaura […], toda vez que se ha verificado el pago a favor del peticionario, quedando pendiente el pago de los intereses legales”.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A
Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
22.  El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana a presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto a quienes el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.
23. La Comisión tiene competencia ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.
24. La Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.
25. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, dado que en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos protegidos por la Convención Americana.

B.
Agotamiento de los recursos internos y caracterización de los hechos

26. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El artículo 47.b) del mismo instrumento establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.
27. La presente petición plantea el incumplimiento de una sentencia judicial de 25 de septiembre de 1990 en la cual el Primer Juzgado Civil de Huaura ordenó a la Comunidad Campesina de Jucul indemnizar a las presuntas víctimas y adoptar ciertas medidas. La información disponible indica que el proceso de ejecución de dicha sentencia se mantuvo vigente hasta el 18 de noviembre de 1993, siendo archivado por inactividad de las partes. El 14 de marzo de 2002 el señor José Hernán Susanivar solicitó el desarchivo del expediente, al cabo del cual el Primer Juzgado Civil de Huaura dio por establecido, el 3 de octubre de 2002, que los demandados habían abonado el monto principal de la indemnización, encontrándose pendiente el pago de 625.30 nuevos soles por concepto de intereses legales. 
28. El 19 de mayo de 2011 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario sobre:
1. los recursos o cualquier tipo de escrito en los cuales usted haya informado a las autoridades judiciales competentes el alegado incumplimiento de las sentencias judiciales de indemnización por daños y perjuicios dictadas en su favor, así como el resultado obtenido,

2. de no haber sido presentado escrito o recurso ante las autoridades judiciales competentes, favor explicar las razones.

29. Mediante una comunicación recibida por la CIDH el 22 de julio de 2011, el peticionario remitió la copia de una queja disciplinaria de 22 de octubre de 2004, interpuesta ante la Oficina de Control de la Magistratura de la Corte Suprema de Justicia. Según los documentos proporcionados, dicha queja guarda relación con la actuación presuntamente irregular de los vocales de la Corte Superior de Justicia de Huaura que conocieron un proceso penal por el delito de desobediencia y resistencia a la autoridad contra un integrante de la Comunidad Campesina de Jucul, sin que se haya indicado el resultado de la misma.

30. Ante la ausencia de respuesta concreta a la solicitud de información efectuada el 19 de mayo de 2011, la CIDH volvió a solicitar información actualizada al peticionario, el 9 de agosto de 2011, sobre la existencia de actuaciones en el proceso de ejecución de la sentencia de indemnización por daños y perjuicios. El 21 de noviembre de 2011 el peticionario remitió una nueva comunicación, en la cual reiteró que los demandados no habrían dado cumplimiento integral a la sentencia judicial en su favor. Sin embargo, no presentó información sobre las medidas eventualmente adoptadas para que el Primer Juzgado Civil de Huaura emplazara la parte demandada a cumplir lo establecido en la sentencia de 25 de septiembre de 1990.
31. El 3 de octubre de 2011 la CIDH solicitó información al Estado sobre los siguientes puntos:
1. si la Comunidad Campesina de Jucul ha efectuado el pago de la liquidación de intereses legales referidos en el párrafo séptimo de la resolución Nº 99 de 3 de octubre de 2002, dictada por el Primer Juzgado Civil de Huaura en el expediente Nº 1091-89;

2. si la Comunidad Campesina de Jucul ha cumplido con la obligación de reponer los derechos del señor José Hernán Susanivar y su familia como comuneros activos, de conformidad con el párrafo octavo de la mencionada resolución Nº 99 de 3 de octubre de 2002;

3. la copia de los escritos eventualmente presentados por las partes involucradas en el proceso de ejecución de sentencia con expediente Nº 1091-89 y de las resoluciones que hubiese emitido el Primer Juzgado Civil de Huaura, con posterioridad al 3 de octubre de 2002;

4. si existe algún punto de la sentencia de indemnización dictada a favor del señor José Hernán Susanivar y familia pendiente de cumplimiento.

32. El 29 de noviembre de 2011 la CIDH reiteró la solicitud de información al Estado peruano, el cual presentó sus observaciones mediante una comunicación recibida el 5 de enero de 2012. Con relación al primer punto de la nota de la CIDH de 3 de octubre de 2011, Perú indicó que la Comunidad Campesina de Jucul ha cumplido con pagar S/. 393.00 (trescientos noventa y tres nuevos soles) al señor José Hernán Susanivar, quedando un saldo a pagar por concepto de intereses legales. En cuanto al segundo punto, el Estado proporcionó la copia de un escrito de 30 de noviembre de 2004, en la cual el representante legal de la parte demandada señaló que 

[…] como se puede apreciar de autos el actor pretende que esta parte le restituya bienes y servicios que se le han privado a él y a su familia, como lo precisa la sentencia de fecha 25-09-1990. Al respecto esta parte puntualiza que ha cumplido en restituir al demandante los bienes y servicios puntualizados en los considerandos de la sentencia. Asimismo se le ha restituido el ejercicio de sus derechos como comunero activo, por lo que nada tiene que reclamar el accionante, pues esta parte ha cumplido en forma total con lo ordenado en sentencia.

OTROSIDIGO: Hacemos presente que el demandante no vive en la Comunidad Campesina de Jucul desde hace aproximadamente 17 años, en donde no radica ni el ni su familia, y sus bienes se encuentran abandonados, por tanto no hace uso de las aguas ni servicios de la comunidad, por lo cual tampoco cumple con sus obligaciones de trabajos comunales en beneficio de la Comunidad, conforme lo ordena la Ley General de Comunidades Nro. 24656
.
33. El Estado sostuvo que si bien existe un monto pendiente de pago por concepto de intereses legales, por tratarse de un proceso de ejecución de sentencia contra una entidad privada, 

el Juzgado no puede impulsarlo de oficio, iniciativa a cargo de la parte interesada. En ese sentido, el señor Susanivar, durante varios años, no solicitó al Juzgado que requiera a la comunidad mencionada el pago de la suma remanente […]. Recién mediante un escrito de fecha 22 de marzo de 2011, el peticionario solicitó formalmente el pago de lo adeudado […]. Existe una falta de diligencia del peticionario en la conducción del proceso de ejecución de sentencia (aún en trámite a nivel interno) pues ha sido su propia inacción la que ha implicado la dilación de dicho proceso y con ello el incumplimiento total de lo dispuesto en la sentencia que le resultó favorable en sede nacional.
34. Las observaciones del Estado peruano transcritas en los dos párrafos anteriores fueron trasladadas al peticionario el 30 de enero de 2012, sin que la CIDH haya recibido observaciones específicas hasta la fecha de adopción del presente informe.
35. En casos de alegado incumplimiento de resoluciones relacionadas con obligaciones patrimoniales de entidades privadas, la CIDH ha señalado que no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales en la determinación de cuestiones de derecho interno, tales como embargos, remate de bienes, orden de prelación u otras medidas ejecutorias. Al respecto, ha indicado que antes de acudir a una instancia internacional, las presuntas víctimas deben en principio impulsar los mecanismos ejecutorios de acuerdo con la legislación interna
.
36. La información presentada por las partes indica que el proceso de ejecución de la sentencia indemnizatoria dictada el 25 de septiembre de 1990 permaneció varios años archivado, debido a la ausencia de impulso procesal de las partes involucradas. En marzo de 2002 el proceso de ejecución fue reabierto, sin que el peticionario haya informado sobre las medidas eventualmente impulsadas con la finalidad de que el Primer Juzgado Civil de Huaura actúe de conformidad con la legislación interna, haciendo uso de los mecanismos coactivos para que el mandato judicial contra la Comunidad Campesina de Jucul sea integralmente cumplido. 
37. La CIDH considera que, a los efectos del requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, correspondía a las presuntas víctimas invocar los mecanismos previstos en la legislación interna en el marco del proceso de ejecución de la mencionada sentencia indemnizatoria seguido a la Comunidad Campesina de Jucul. Sin embargo, el peticionario se ha limitado a plantear el alegado incumplimiento de sentencia ante esa instancia internacional, sin que haya informado sobre las medidas interpuestas ante las autoridades judiciales competentes. Adicionalmente, ante la ausencia de información específica por parte del peticionario, la CIDH no cuenta con elementos que indiquen que el alegado incumplimiento de la sentencia indemnizatoria dictada el 23 de septiembre de 1990 sea atribuible al Estado peruano, por lo cual los hechos alegados en la petición no tienden prima facie a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana.
38. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención
.

V.
CONCLUSIONES
39. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición no satisface los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana, y en consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 
1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Comunicación del Estado peruano recibida por la CIDH el 5 de enero de 2012, anexos, escrito presentado por el representante de la Comunidad Campesina de Jucul al Juez del Primer Juzgado Civil de Huacho, 30 de noviembre de 2004, página 2.  
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